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trámite le hey. impedido alegar algullA obj_ o excepción
(o reconvenir {'I presental" documentoll, d16tinta del· tema d.
la posible eficacia enervante para 1& pretensión de 1& actora
de la cláusula segunda. del contrato de &rT9Ilda.Dl.htnto; 7 dioha
objeción -pudo ser valorada por 1& sentencia del JuzgOOQ d.
Distrito de 25 de lUDio d. 1980 dadas 188 pruebas propuestM
por el demandado, que fueron admit1du- '!' practicadas.

d, Por último. ha de hacerse notar que si bien la indefen.
slón ha de apreclane en cada instancia. ya que nadie debe
ser afectado 611 sus derechos o lnteresea legitimos por una seD,:
teIlcia. sin que haya 'POdido defenderse, tal posibilidad, ha axie­
Udo en térntinos reales ., efectivos -aUnque con alguna limi­
tación no transcendente en el caso· obleto de oonsideración­
por lo que no puede afirmarse que se haya producido indef-en~

slÓn. Por otra pa.rte, 1& existencia de una, s~gunda instancia
en que la Audiencia Provincial ha exam~ado de forma directa
la alegación de fondo. ha supuesto UD des&tTOllo complemen­
tario de las posibilidades de defensa.

4. Las consideracionea anteriores acrecUt&n que en el caso
objeto del recurso no 88 ha producido indefensión, por 10 que
procede desestimarlo. PerO justifican también la afirmación de
que la interpretación efectuada en las normas hubiera podido
producir indefensiÓD Iillaa c1rcunstanciaa hubieran sido dis­
tintas. Pues tal resultado puede originarse cuando se .aitúa a
las partes en una poeio16n de desigualdad, o si se impide 1&
aplicación efectiva del principio de contradicción mediante el
adecuado deS&lTollo de le. dialéctica procesal; desigualdad real •
inaplicación pré.ctica del principio mencionado qUe puede pro­
ducirse cuando _ priva ele 1& posibilidad efectiva de la direc­
ción de Letrado a quiea. carece de medios económic08, como
puede suceder si DO se suspende el curso del proce30 hasta
que le sea nombrado de oficio, con el resultado de que se le
tenga por decafdo ea. su d«echo a formular oposición a medida
que van transcurriendo los tztunitee sin que todav(a disponga
de Letrado.

A nuestro juicio tal posible y aléatorio resultado, en funr.:ión
de las circunstano1u de cada caso, ha de ser evitado. Y para
ello, basta aplicar el ¡:rlncipio de interpretación de las leyes
d. conformidad con la Constitución, en BU calidad d. norma

Salo PrinlmD. 84lCur.o -d. amparo número 25/1980.
SentenelG de 24 de julio de 11161.

la Sala Primera dal TribUIÍal Cons'bitucional. compu86ta por
don Manuel Garefa..Pelayo Alonso, Presidente, y don Angel La.­

_torre Segura, don Manuel. Diez de VelaBoo Vallejo, doña Gloria
Begué Cantón, don Rafael Góme:i-FeITer M~rant y don Angel
Eecudero del CorTal, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo.'número 25/1980, promovido por don
X. Y. Z., representado por 1& Procuradora doña Aurea G9nzález
Martín, bajo la direcci6n del Letrado don Francisco Javier
Muñoz Aizpuru, BD. relacJón con la inadmisi6n del recurso de
casación preparado OOI1tra 1& sentencia de la Audiencia Provin­
cial de Lugo de G d~ dic1em.bre de 19'17, reca1d.a en la causa
l/1m del Juzgado de Instruoc1ón de Mondoiiedo. y otr06 ex­
tremos. En el recurso ha oomparecido el F1scal general del Ea­
t&do, siendo Ponente don Rafael Gómez-Ferrer Morant.

l. ANTECEDENTES

1. En 11 de mayo de 1980, el solicitante del amparo formula
demanda ante este Tribunal :POI" 1& que solicita la revisi6n del
proceso penal en el que fue condenado por sentencia de la
Audiencia Provinciat de Lugo en 1& causa 5/Hl17 del Juzgado
de Instruoci6n de Mondo1iedo ~ la soluciÓD que 1& Justicia es­
t&blezca de t..ey.. 1.& -preteDBi60. se fundamenta en 1aa consid~
raciones que se exponea. a cont.1nuaci6n.

El recurrente alega., ea. primer lugar~ 1& falta de pruebu
pa.ra su ,condena, ya que de acuerdo OOD E4 artfcuJ.o a4 2 de 1&
Constitueión no _ admieibie ~mo prueba la presunci6n. únk:a
que aportó el M1Il:iaterio Fieca1.

Menifieeta edeD1Ú que desp_ del IUleIo le le trUled6 do
la prisión de Lugo a la de Cé.ceree, impidiéndole todo contacto
con Sutl defensoree. A1lade que el dia 10 de febr'ero de 1978
recibi6 en Cé.ceree por COIlTeO certif1cado urgenttt 1& certifica-­
oión para el recureo de caaaoJ.ón. para presentar ea. la SaJa
Segunda del Tribunal. Supremo B\ dl. 13 siguiente• ., que 01 mio­
mo día. fue entregado en CotTeoa (el escrito). con cert1f1c&do di
urgenCl& y sobre oficial, • través de 1& otreoaiÓD del Eatableci.:
miento. En ju:)1o de 1978 18 enteró por med101 oflc10e0s según
afirma, de que dloba causa fue declarada desierta por &uto de
19 de maY9 anterior. y se le devolvió 1& sentencia flrme. Por 1i:l­
timo. Indica qno hute el dfe de 1& fech& \gDo<a oflclalmente

superior (sentencia.de este Tribunal de 2 de febrero de 1981,
receJda en el recurso de inconatitucionalidad nÚD1«o 18611980),
en virtud del cual todo el ordenamiento ha de ser interpretado
de forma. que se evite el resultado prohibido por el artículo 24,1
de la Constitución. -

lA aplicación de la doctzina anterior al caso 8UBcltado con­
.duce. la afirmación de que ea articulo 68 del.Decreio de.21 d.
noviembre de 1952 ha de 8" interpretado, de acuerdo ademáa
oon un criterio sistemático que lo conec1ie con 10 dispuesto en'
el articulo Z1 de la Ley de Enjuiciamiento ClvU. en el sentido
de posibilitar -desde luego- el nombra.miento de un defensor
de oficio cuando se solicite la declaración de pobreza, suspen­
di6ndose entre tanto el plazo para contestar a la demanda
a. los exclusivos efectos de espera,¡- a que se produzca 1& de­
signación, sin perjuicio de la sustanciación de l. pobreza en
pieze. separada.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUC10N
DE LA NACION ESPAAOLA.

Ha decidido:

l. Desestimar los motlvOl de oposición a 1& admisi6n del
recurso opu~tos por la representaci6n de dalia A. B. C. y 'el
Fiscal general del Estado. .

2. Desest.imar el amparo solicitado por don X. Y. Z. 1 de­
clarar que la sentencia del Juzgado de Distrito d-e Legan6s
de 25 de junio de 1000, y de 1& Audiencia Provincial de Madrid
de 23 de febrero de 1981, no violan el derecho constitucional
invocado por el roc11ITent&.

PubUquel;8 esta sentencia en el _Boletín Oficial del Estado-,
Dada en Madrid a 23 de julio de 1981,-Manuel Garcia-Pelayo.

Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de VelascO" Va­
llejo.-GiL'ria ·Beg\;.á CantóJ;l.-Rafolel GÓmez·Ferrer Morant.­
Angel Escuuero del Corral.-Firmados f rubricados.

cuanto ha or:urrido, y que puesto en ~ontado con el Procurador
y e4 Abogado telef·~nica.mente se entera de que no Se 198 habia
comunicado nada.

Asimismo el demandante señala que existe una. faJ.t& de
OODC()rdancia entre la estimación de 'su salud mental por eIl
Tribunal, a cuyo requerimiento dictaminaron un Forense y dos·
Psiquiatras considerándole normal, y la Central de Observación,
que le clasifica. como psicópata. ¡

2. Por providencia de 18 de Julio da lQ80 se acordó otorgar
un ·plazo de diez dias al MinLsterio FtsC&l '1 al solicitante del
amparo para alegaciones acerca de los motivos de inadmlsi6n
que se detallan. pudiendo además el recurrente subsanar en
dIcho plazo los consistentes en f~ta.de,repr~')ntaci6npor Pro­
curador f dirección letrada, y no acompa.t.ar los documentos y
copla.s preceptivos.

3. Transcurrido el plazo otorgado sin que el recurrente
efectuara subsanación ni alega.:::i-ón alguna, el Ministerio Fiscal,
por escrito de 7 de agosto de 1980. pu-"O de manifieeto, entre
otros extremos, Que _parece de5prenderse que por una serie de
circUnstancias ai:3nas a la volunta.d dal penado su voluntad de
someter a conocimiento del Tribunal Supremo, por vía de ca,­
s~ión. la sentencia de instancia, nO tuvo satllsfacci6n, con lo
que el articulo 24 de la Constitución, particularmente en su
número 1.0. pod.ria resultar vulnerado...

A 1& vista de tal alegaci6n, por prOvidencia de 1. de octubre
la Seoc1ón otorgó· al Ministerio Fi.iiCal un plazo de diez días
-que fue prorrogado a petición del mismo- para que manIfes­
ta.ra. 91 sostenía la acción. Por escrito de 4 de noviembre el
citado Ministel"io indica que no va a sostener la 8.cdón ya que
de los dat06 pbtenldOfll resulta que las causas determinantes de
la comparecencia tardia nacen de las relaciones entre Procu·
radar y penado, no siendo atribulbles a circunstancias aJenu
• la voluntad del miemo.

4. Mientras tanto, mediante telegrama dirigido ... Fiscal, el
recurrente habia solicitado qUe se le designara- Abogado y Pro­
curador de pficio, a lo que se acoedió por provddenc:1A de 12 de

'noviembre de 1980. Una vez nombrados se 1. otorgó el plazo .
de diez días paca alega¡' acerca de 1& admisión del recurso. t.rá­
m1te Que fue evacuado mediante escrtto de 31 de diciembre
en el que se sostiene la procedencta de admiUr el recuno, dada
la tnauficienc1a de loe anteoe<f.8I1t&e para. decidir 51·1& demanda
~ o no manifiestamente d. contenido que luatlfique una
deciaión por parte del Trihunal.,

G. ~ prov1dencia de 21 de enero de- 1981 se aoordó admiur
el recuno y solicitar' la. oportunoe antecedentes de 1& Audlen­
cl& Provinc1al de Lugo y de loe Centroe Penltenclar101 de Hues:­
ca 7 Céceree. Una vez remiUdoe se otorg6 UD plizo de diErJli
diae al sol1cltante del amparo y al Mln.laterio Fiscal pa.ra alega- oi
donee, plazo que fue 8uspendido para soUclta1' de 1& SaJa S~

,.j'

.'
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«unda del Tribunal Supremo la 'remisión del recurso de casa·
ci60 preparado contra la sentencia dictada por la Audiencia
Provincial de- Lugo en la causa 5/1m. y .recibidas tales ac­
tuaciones, por providencia de 8 de abril se dej6sin efecto la
Buspensión aco:r:dada..

al El Fiscal general del Estado formula escri to de alegacio­
nes por el que interesa se dicte sentencia que declare It0 haber
lugar al ampa.rp solicitado. Acompaña diversos lnfonnt\S de la
Fisc&lfa de la Audiencia Provinciai de Lugo y_ de la Dirección
del Centro Penitenciario de Huasca, acerca de los datos de he·
cho objett? 'del debate. .

bJ La repr.flr6entaci6n del recurrente sostiene que' los retrasoa
en la ,-etepci6n de las notificaciones que ocasionó su tra.slacio
a Cáceres, 1 la falta. de diligencia del envio del escrito del
actor, han producido su indefeñsión. En oonclusión solicita que
se declare la nulidad de la .resolución de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo de 19 de mayo de 1978, restableciendo a su
representado en el derecho a interponer recurso de ,casación
contra lasentl;lncia de 'la Audiencia Provincial de Lugo de 5
de diciembre de. 1977. otorgándole para eUo·el plazo de quince
días ·que ,aftala nuestro texto procesa! perial.

.e. La Sala- estima necesarl.p poner de manifiesto, dada su
relevancia para la resolución del recurso, los siguientes ante­
cedentes que constan." en, las actuaciones e infonnes recibidos:

a} El. recurrente' don X. Y. Z. fue condenado por sentencia
de la Audiencia Provincial de Lugo de 5 de diciembre de 1977,
en la causa 5/1977' del Juzgado de Instrucción de Mondotíedo.
como autor de un delito de homicidio con la concurrencia de la
circunstancia atenuante de preterintencionalidad y las agravan·
tes de desprecio de sexo y reiteración. a la pena de quince aftas
de reclusión menor con la -accesoria de inhabilitación absoluta
durante igual tiempo, y como autor de un .deUto de hurto ~on

la concurrencia de la circw!stancia ·agravante de -reiteración,
a la pena" de un Bll0 de presldio. menor can las correspondie-ntes
accesorias. además de señalarse las indemnizaciones proceden­
tes. En la sentehcia se aprobaba la declaración de ins01vencia.

El procesado estuvo representado ¡ÍQr el Pr.:>curado-r dori Fer­
nando Truque Femández "1 dt:"fendido .por el Letrado don Rafael
PérezBasanta, a los que habia designado .apud acta-. En el
juicio oral se practicaron las pruebas de confesión,testifrcal,
pericial (práctica y médica), según oon5ta ~n .la Correspondien­
te &cta.

b} En '6 de diciembre de' 1977, la sentencia fue notificada
tanto al Procurador, señor Truque Fernández, como al solicfi.an­
te del amparo, personalmente, y mediante escrito presentado
en 13 de diciembre, la representación del act9r 'preparó recurso

. de Casación por quebrantami6nto de' forma e infraceión -de ley
que. según manIfjosta,se propone interponer. Por auto de 25
de enero de 1978 la Audiencia tuvo por preparado el recurso,
acordando el empl87.amiento y entrega de 1M preceptivas noti­
ficaciones. Tal emplazamiento Se efectuó al mencionado Procu­
rador en la propia fecha, con entrega del testimonio de la
sentencia para que en el lmprorrogable- plazo de quince dias
compareciera ante la Sa.la Segunda del Tribunal Supremo a
hacer uso de su derecho. En el mismo día se eleva.ron· el rollo
y. eJ sumario a~ la menci:cmada. Sala, lo que se comunicó al Di­
rector del Centro de Cumplimiento de Các&res. al que habia
sido trasladado el solicitante del amparo, mediante oficio que
fue recibido en 30 de ene1'O. ,

el En el rollo ·formado en virtud del recurso de casaci6.n,
consta un oficio del Director del Centro de Cumplimiento de
Cé.ceres de fecha 10· de febrero de 1978 dirigido al Presidente
del Tribunal Supremo. que Uene sello de entrada. en el Alto
TribunaJ de 14. de febrero, con el que remite instancia del se­
1\ar Y. Z. solicitando interposición del recurso de casación
y adjuntando certificación literal de la ,sentenciaj en el escrito
mencionado, q1,le lleva fecha de 9 de"febrero, solicita se le tenga
por. compa.rec:ido en tiempo ante la Sala., sirviéndose ordenarle
Baan nombrados Abogado y Procuraaor para qut' interpongan.
recurso de casación. - .

d) La Sala Segunda deI Tribuna.l Supremo declaró· desierto
el recurso' de casación mediante auto de 4. de mayo de. 1mB,
dado que el término de quince días finalizó el día 11 de febrero
anterior sin que hubiera comparecido en tiempo "el recurrente.

e) En 1 de hmio de 1978 la Sala de ia Audiencia Provincial de
Lugo acordó tener por recibido el oficio de la Sala Segtinda-del
Su¡1remo en el que se le comunica haberse dictado el auto an­
terior. Esta resolución fue -notificadaeI mismo dla al Fiscal
yen el siguiente al setipr Tnlque.I:'rocurador de.l recurrente.

7. Por pro~idencia de 15 de 1ulio de 1981 se seftal6 el día 22
'iguiente para votación y faJJo.En tal día se deliberó y TOtó.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. De entre' las diversaa razones inicialmente alegadas por
el recurrenfe, la única que realmente ha sido o1)je1o de con­
IIideraci6n por elMinisterio F:iscal y por la .representación del
&etor ha sido la t'elativa a la posibilidad del a.mparo en relación
-'Yn el derecho establecido.en el articulo 24,1 de la. Constitución,

2-: Entrando en el -examen de esta primera cuestión, debe
partirse de la 1Üversapostura del recutTente y el Ministerio
Fiscal acerca de la' trascendencia del conocimiento o descono­
cimiento por el actor del" emplazamiento realizado a su Procu~
radar -que había preparado' el recurso de casación- para que
la parte compareciera ante la Sala Segunda del Tribunal Su­
preIl1P en el plazo improrrogable de quince días, y de hasta
qué punto puede lmputarse a las relaciones entre ambos, o ,a
deficiencias de la Administ;ración penitenciaria O del Servicio
de Correos, el.becho de que eIescrtio del recurrente llegara al
Registro General del Tribunail. Supremo una vez transcurrido
el plazo.· .

3, Para resolver esta cuestión, y deducir las. consecuencias
procede.nte8. debemos afirmar que el emplazamiento efectuado
Al. Procurador del actor, plenamente correcta a tenor de lo dis­
puesto en los artículos 182, 855 Y 859 de la Ley de Eni.uiciamien­
to Criminal, surte sin duda efectos para su mandante, el se­
ftor Y. Z.• sin 'que -en prindpi~ el hecho. de que hubiera
sido· trasladado de prisión pueda tener trascendencia alguna,
máxime cuando el Procurador conocía la voluntad de su repre­
sentado de comparecer ante 'el Tttbunal Supremo e interponer
el recurso de casaciónj a 10 que· debe afiadirse qlie pudo tam­
bién haber pedido en su momento que se aplicara lo dispuesto
en el artículo 960 de la Ley de Enj\llciamiepto Criminal, dada la .
declaración de insolvencia efectuada por la sentencia, en orden
a 18· remisión directa del testimonio de la misma a la Sala Se­
gunda del Tribuna'l Supremo y al nombramiento por la Sala de
Abogado y Procurador.

4. Pero es lo cierto que para interponer el recurso de ca­
sación el se1\or Y. Z. termina utilize.ndo. en uso de su de­
recho, la vfa establecida por el articulo 874, párrafo último, de
1& Ley de Enjuiciamiento Criminal, que dice así:,

cCuando -el reourrente pobre O insolvente total. o parcial tu­
viere en su poder eQ teátimonl0, podrá presentarlo con un es~

·arito firmado por su Procurador y. en su def~to. por éi n:ismo
o perotra persona a su ruego, en el'que manifIeste su voluntad
de interponer el recurso y pida nombramiento de Abogado que
se encargue de su defensa y de Procurador que le represente.
si tampoco lo tuviere. Esta disposición será aplicable cuando ·el
recurrente sea pobre o declarado lnsolvente, aunque. haya nom·
bradp Abogado y Procurador. Con la presentación de dicbos
escritos y testimonios se tendrá por interpuesto el recurso.!'

La aplicación de este precepto suscita la 'cuestión 'de detar-,
minar en qué momentO debe .entenderse que el. recurrente ha
presentado el escrito cuando se encuentra ii:lternado en un Es­
tablecimiento penitenciario. Porque en el supuesto planteado
es lWidente que la presentación no pud,o efectuarla personal­
mente en el Registro General del Tribunal Supremo, ya que
ello era para él imposible por causa de 'fuerza. mayor, es decir
por una fuena ajena ·que se le impone de manera irresistible.

5. _ Planteada así la cuestión, la solución aparece clara. Debe
entenderse que el escr1tose ha presentado -a .100 efectos le­
gales- en el momento en que el interno lo entrega a la Admi­
nistración penitenciaria. Esta conclusión es una lógica conse­
cuencia del c:anicter unitario del Estado -como institución COBl.­

,pleia- que se ref1eja además en la legislación penitenciaria
misma. En efecto. aún cuando 1& denominada Administra.ción
penitenciaria tiene, como es sabido. una intima conexión con
la A9minist.ración de Justicia de la que,depencl& funcionalmen~

te en los Wnninos de los artieulos 526, 985. 98f. 990 Y concor­
dantÉls de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (y también 76 de
la' Ley General Penitenciaria 'Y disposición traPsitoria quinta
del Reglamento Penitenciario de 8 de mayo de 1981). lo decisivo
aquí es que tanto elartíeulo 375 del antiguo Reglamento de
Servicios Penitenciarios --entonces vigente- como el articulo ~76
del reciente Reglamento genitenciario, Ya citado, establecen
que .EI Director de un Establecimiento por su carácter de tal
ostenta. la representación del.Poder público-o Por eso, como tal
representación del Estado. debe entend~rserecibidopor· el mis~
mo cualquier escrito que un interno le entregue. •

Yal 8e observa bien. esto es lo que sucede en el caso de autos
en que el' Director recibe 'el escrito y lo re'mi~ -con un oficio.­
al Presidente del Tribunal Supremo. Es d'eClr que la AdmiDls­
tración Penitenciaria no se limita simplemente a enviar el es­
crito a su destino a través d.el Servicio de Correos, sino que
el Director lo recibe y se-hace cargo ,del mismo como 'repre·
s~mt9.1')te del Estado y lo remite a la Autoridad que estima coro·
petente por )a TÍa de la comunicación entre órganos; lo que
acredita que el escrito ya esté. recibido fonnalmente -y por
tante ha de tenerse 'por presentado--:- al menos el día 10 de
febrErO de 1978.- dentro de plazo. .

e. La tesis 'Que se sostiene es la ímice. solución posible para
no colocar al interno ·en una oondictón de desigualdad ante la
Ley (artículo H de la Constitución), ya que de no ser &5í dispon·
drian de un plazo menor al legal de quince días, y además
habrian de asumir con carácter general el riesgo de que .la
Administración Penitenciaria y el Servicio de Correos funclo-­
narán .ton mayor o menor dIligencia 10 que, dada la dificultad
,de fijar unos e~~dares de obligado eumpUmtento. se tradu·
ciria en uná ao]u~;lón contraria a la s.guridad Jurídica (articu·
los 9 y 17 de la Constitución),. ,
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7. En consecuencia, al esta'ee la. interpretación ajustada &
la Constitución' del articulo 17"- párrafo último, de la Ley de
Enjuiciamiento Crtm1n&l, ea claro qUe debemos C<lJ!ceder el
amparo y restituir el término ~nforme se nOI pide- d'J'c1a·
randa que el señor Y. Z. putXle inLetrponer el recuJ'S'J de ca­
sación en el plazo de quin~ cUu a partJr de la notiIicadón
personal de la presente sentencia. a cuyo efecto pocJá reiterar
al lo estimara oportuno su escrito de fecha 9 de febrero de 197a,
que deberé. entenderse prvaant&do en el momento en que. haga
entrega del mismo a 1. Administración Penitenciaria.

Esta solución supone dejar sin electo el auto del Tribunal
Supremo de 4' de mayo de una, que entendem08 impugnado en
plazo al amparo d's 1& disposición adü;ional segunda de l~ Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, ya qUe la demanda se
formuló antes de que transcurrieran v.einte dias desde la cons~
titución del Tribunal. Por otra part.e. la pérdida de eftcll<:i& riel
auto mencionado se 'ustifica por la pOsible aplicación retroac·
tiva de la Constitución en materta de derechos fundamentales y
libertades públicas (sentencias de este Tribunal de 31 de marzo
'J: de 6" de abrU de 1981 recaídas en los recursos de amparo
números 107/1980 y 47/1980. PUblicadOS en el .Boletín Oficial
del Estado- de 14 de abril de 1981 que en este caso se prod11ce
porque la situación del interno incide en el ámbito del derecho
a la libertad. por lo que deben observarse todas 1M garantías
procesales que per!n.1tan asegurar de fQrma acabada si ha qu&­
dado afectado legítimamente; y. enf.reeUas. el derecho a la
tutela efectiva de '108 Juece8 y Tribunales (a.;..Ueulo 24.1J qlM
en nuestro caso no se ha produddo e11 la medida permitida
pOr el ordenamiento. interpretad.o de acuerdo con la Consti-
~cIDn. .

8. Pasamos asf a la segunda razón alegada por el recurrente
que es el desconocimiento del principio de presunción de ino­
cencia que establece el artfculo 24.2 de la Constitución. Pero
tal principio no ha atdo vulnerado. ya qUe se trata de una­
presunción -iuria tantum. que, como tal, puede ser destruida
por la prueba en oontrario~ si8Ildocl8l'o que en el ee.so de
auto8 se han verificado diversas pruebas cuya apreciación co­
IT9spande a la autoridad Judicial (artfculo 741 de la Ley dt\

Sala Primera. Recurso de amparo namero 193{1980.
Sentencia de 24 de f"'Uo de 198J.

. La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compUflsta por
don Manuel Ga.rc1a-Pelayo Alonso, Presidente. y don Angel La,.,
torre Segura. don Manuel Diez de Ve1.asco Vallejo. dada Glorta
Begué Cantón, don Rafael Gómez·Ferrer Morant y don Angll1
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo ,promovido por D. A.• D. B.. D. C.•
D.- D., D. E., y D.- F. X. Y. y D.- G. M. N.• representados por
el Procurador de loa Tribunale. don Juan Luia Pérez Mulet y
Suárez. bajo 1& dirección de la Abogada dofia.- Carmen Conde
Peñalosa. contra el auto de 24 de septiembre- de 1980 de !a
Audiencia Pro&cial de ZaragoZ&, y en el que- ha comparecido
el Flscal general del Estado, siendo ponente la Magistrada dofta
Gloria Bagué C~tón. '. .

L ANTECEDENTES

l. Por escrito presentado el 18 de octubre ele 1980, el Pro­
curador don Juan Lula Pérez Mulet y SuAres en nombre y
representación de D. A., D. B.• D. e.• D.- D.• D. E. y D.- F. X. Y.
Y D.- G. l4. N .• formula demanda de amparo constitucional
contra e~ alto de la Audiencia Provincial de zaragoza de 24 de
septiembre de 1980. desestimatorio del recuno de súplica inter­
puesto contra otro anterior de la misma Audiencia de ~ de
julio, dietado en 1& causa 139/1871 del Juzgado de Instrucción
número 1 de Zaragoza. Dicha dJ'manda se tundamenta en la
vulneración de 101 arUCUl08 14 y 24. de la Constitución, a! ~
bar acordado 1& Audiencia en 1.. incUcad.. resoluciones que
laa personas ffsicaa o Jw1dicaa que ejercitaban la acusación
~icular lo hicieran -bajo una misma y ün1ca representación
y dirección letrada-. con el aperelbimiento de. que a quien no
lo hiciere asf se le tendrfa por apartado· de su acción. Entien.
den los recurrentes que el auto impugnado coloca a las partes
en una situación" de desigualdad a! excluir del acuerdo a algu.
nas de ellas, debIlita el ejercicio del derecho a 1& defensa y
asistencia de letrado. de modo especial en el caso presente por
ser 'la letrado habilitada UD miembro de la familia. y afecta.
además. ~ derecho a la tutele. efectiva de .Jueoee '1 tribunal_
al ~mponer la separación del proceso a quienes no ejerciten 1...

acciones bajo una única repre~ntación y dirección letrada. En
consecuencia. se solicita en la demanda -se deje sin efecto el
auto que el objeto del recurso y se decla~ pro~ 1& perltOna.-

Enjuiciamiento Criminan. sin' que se aprecie una actuación
contraria a. la presunción de incetlncia.

9. la última r"¿6n alegada nq se conecta. COll un precepto
comtitucional de ios qu~ dan lugar al recurso de amparo-, pre-­
cepto que no alega el recuITElnte. ni su representación, Di el
Ministerio Fisca.l. ni tampOco 10 aPrecia este Tribunal.

FALLO

En virtud de lo expuesto, el Ttibunal Constitucional. POR.
LA AUTORIDAD QUE, LE CONFIERE LA CONSTlTUCION DE
LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Estimar el amparo Y. 'en cotUBCuenci&, declaru el derecho
del señ.or Y. Z. a. mterponer recurso de ca.sación por infrac­
ción de Ley y quebrantamiento de forma contra la sentencia
de la Audiencia Provincial de Lugo de 5 de diciembre de 1977,
reca!da en la causa 5/1977. procedente del Juzgado de Instruc~

dón de Mondoñedo. en el plazo .de. quince dfae; a partir de la
notificación personal de la presente sentencia, a cuyo efecto
podri reiterar si lo estima oportuno su escrito de fecha de 9
de febrero de 1978, debiendo entenderse presentado el esCrito
desde el momento que haga entrega del mismo a la Adminis­
tI'8.ción penitencivia.. dejando. en· consecuencia, sin efecto. el
auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 4 de mayo
de 1978.

Notifiquese esta sentencia a los comparecidos. al Director
d'91 Centro Eln que se encuentra el sedar Y. Z., a este mismo
personalmente. So la Audiencia Provincial de Lugo y a la Sala
Segunda del Tribunal Supremo.

?ubUque:¡:e en el .Boletin Oficial defEstado-.
Dada en Me,drid a 24 de julio de 19B1.-Manuel Carna-Pelayo

.'l.lonso.-Angel Latorre Segura.-Manu31 Diez de Velasco Va..
lIejo.~loria BegUé Cantón.-Rala"l GÓmet.-Ferrer -Morant.­
Angel Escudero del Corral.-Flrmadoe y rubricados.

ción ante la exceleI'.tísima. Audiencifl Provincial de Zaragoza
de 109 r~urrentes, representados por el Procurador don Oren~

cio Ortega Frisón y defendidos por ~& Letrado doña· Cannen
Conde Pedalosa_.

2. La Sección Primera de la Sala Primera del Tribuna! Cons~

titucional-. por provlden,cia de 20 de noviembre de· 1980, tiene
por personado y parte al Procurador don Juan Luis Pérez Mu­
let y Suárez en 1& representación acreclitada., y pone'de ~.
fiesto 1& posible falta de agotamiento de la v1a 1udicial previa,.
como causa de 1nadm181ÓD del recurso a ~OI electos del inci­
dente previsto en el ilrtículo 50 de la Le, Orgánica del Tribuna!
Constitucional (LOTO. Evacuad.. las pertinentes alegaciones
por el Minlsterio Fiscal y loa recurrentes. se dieta auto de
fecha 11 de' febrero de 1981, por el que 88 declara admitido.
el recurso, disponiéndose !o pNvlato en el articulo 51 de la
LOTC.

3. Efectuados los preceptivos emplazamientos y remitidas las
actuaciones por la AudIencia l'rovincial de Zaragoza. se per~
sanan el Ministerio Fiscal y 101 Procuradores don TomAs Ji·
ménez Cuesta, en nombre y' representación de dotia O. P. Q.;
don Julio Padrón Atienza, en nombre de .caja de Seguros Re­
unidos, S. A._, (CASER); don Cesareo Hidalgo Senén. en el de
don H. X. J.. Y don Saturnino Estévez Rodríguez, en el de la
entidad mercanUI ..Turismo Zarago1A. S. A.-.

4. De '.as actuaciones remitidaa y del testimonIo luego apor­
tado a instancia. del Ministerio Fiscal. ae deduce en síntesisl

al Para eztgir las posiblel responsabUtdades, penal y civil.
derivadas del incendio del hotel .corona; de. Aragón., de Zara~

goza. ocurrido el U de Julio de 1979, los hoy recurrentel en
amparo promovieron ql,lerella" ejercitando las correSpOndientes
acciones por la muerte de don A. M. P. y don B; Q. Z.• de
quien. eran hijos y esposa, ., madre y hermanos, respectiva.­
mente. otorgando a tal efecto la representacIón al Procurador.
don Orenc1o Ortega Frisón 'f la asistencia letrada a' dofta c.r.
men Conde PeñaloS&¡ b) Por el milmo hecho le quereH&rOD .,
se mostraron parte otJ:w perjudicados. entre loa que fi~
108 personados en el recurso de amparo, y concretamente las
entidades mercantUea -Turismo de Zaragoza-., como propietaria
del hotel, y .caja de Seiruros ReunId.,.. (CASEro. como onU"
dad coaseguradora de la póliza de incendiOl nAmero 114.a12~

c) Las respectivaa querellas se dirigen en unos cuas de forma
indeterminada contra cualquier persona que pudiera resultar
de la investigación, en otroe se apunta la posibilidad de aten·
tado o se hace referencia bien & una acción. dolosa o a una
culposa. y.. en tin, en el caso de los perjudicados por la muerte
de algun08 fallecidos. S8 se:ftala mú concretamente .a empleado.
del hotel -Corona de AraiÓn- y al Director det establecimiento;
d) Concluso el snmario, y efectuado el emplazamiento ante la
Audie:ncia Provincial de zaragoza," los recurrentes .en amparo
se personan por medio del Procurador don Oreneto Ortega Frl- ';"
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